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El artículo es un estudio de los factores institucionales que determinan ciertos ámbitos 
de las relaciones entre ejecutivo y legislativo en los gobiernos presidenciales latinoa-
mericanos. En concreto, se centra en el control político y la capacidad de insistencia 
a los vetos presidenciales que tienen los poderes legislativos. La intención del texto es 
establecer los mecanismos de pesos y contrapesos (checks and balances) contemplados 
en las constituciones y leyes políticas, a la vez que se plantean los posibles escenarios 
políticos que esa configuración institucional determina.

This paper is an analysis on the institutional factors ruling certain fields in the rela-
tionships between the executive and legislative powers in Latin American presidential 
governments. It is particularly focused on political control and the ability of legislative 
powers to insist in the face of presidential vetoes. The purpose of this paper is to esta-
blish the mechanisms of checks and balances included in the constitutions and political 
laws, and at the same time to present the possible political scenarios defined by that 
institutional configuration.
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Introducción

En este artículo se presentan los elementos que integran el control 
legislativo en los gobiernos presidenciales, así como los mecanismos de insis-
tencia que tienen los parlamentos para enfrentar el posible veto ejecutivo a 
las iniciativas de ley. Para cumplir con este objetivo se han tomado los países 
latinoamericanos como caso de estudio. Las intenciones son básicamente dos: 
una teórica que trata de ubicar el espacio del control legislativo dentro del 
sistema político y explicar el funcionamiento del proceso que concluye en la 
promulgación de leyes, poniendo énfasis en el sistema de veto e insistencia, 
y otra empírica que busca presentar en términos generales las disposiciones 
constitucionales sobre dichos temas en los casos objeto de estudio.

El texto se inscribe dentro de un proyecto de investigación más amplio2 
que surge de la preocupación por el poco protagonismo concedido a los 
poderes legislativos, como unidad de estudio, en la literatura politológica 
contemporánea,3 en comparación con los análisis que se han hecho de los 
otros elementos del régimen político. Nadie pondría en duda que la acción 
de gobierno necesita del trabajo conjunto del Legislativo y del Ejecutivo, 
especialmente si se toman en cuenta la división y co-responsabilidad de 
los poderes. Además, una labor obstruccionista mutua puede llevar a una 
seria crisis política en el ámbito del gobierno, e incluso del régimen.

Se quiere también relativizar la imagen de debilidad que se ha dado 
en América Latina a los poderes legislativos en relación con los ejecutivos 
al desarrollarse conceptos como el de “preponderancia presidencial” o el 
más reciente de “democracia delegativa”.4 No está por demás recordar que 
ha habido legislativos que a lo largo de la década de los noventa han des-
tituido o juzgado a los presidentes a través de los mecanismos de control 
que les facilita la institucionalidad.5

2.Nos referimos al proyecto: “El parlamento en América Latina. Rendimiento del Poder Legislativo: 
Una clave interpretativa de los problemas de gobernabilidad de la región” Ref: 1FD97-0906, que se realiza 
en el Instituto de Estudios de Iberoamérica y Portugal de la Universidad de Salamanca, bajo la dirección 
de Manuel Alcántara y que se encuentra financiado con Fondos FEDER de la Unión Europea.

3.En los años noventa la bibliografía general sobre el tema se refiere al volumen editado por Close 
(1995) o los trabajos más globales de Alcántara (1999) en los que se recoge una aproximación general 
actualizada de los Poderes Legislativos en América Latina.

4.El primero fue desarrollado por Jacques Lambert (1973:54) a inicios de la década de los sesenta, como 
una herramienta metodológica para diferenciar el presidencialismo latinoamericano del presidencialismo 
estadounidense y que sirvió para dar cuenta de la fortaleza del Ejecutivo frente a los otros poderes y la sociedad 
en los países ubicados entre el Río Bravo y el Cabo de Hornos. El segundo fue desarrollado por Guillermo 
O´Donnell (1992) a inicios de la década de 1990, para explicar básicamente el nuevo tipo de liderazgo presi-
dencial en extremo personalizado, que combinaba afanes de reforma del modelo económico con actitudes de 
tintes autoritarios, básicamente encarnados en Carlos Ménem en Argentina y Alberto Fujimori en Perú.

5.Nos referimos a los casos de Fernando Collor de Mello de Brasil, Carlos Andrés Pérez de Venezuela, 
Jorge Serrano de Guatemala, Abdalá Bucaram de Ecuador, Raúl Cubas de Paraguay y Ernesto Samper 
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Con la publicación del trabajo de Juan J. Linz en el que vinculaba la 
variable institucional de la forma de gobierno con la “quiebra de las democra-
cias”, especialmente de las latinoamericanas,6 y su posición teórica a favor 
de los sistemas parlamentarios como garantes de una mayor estabilidad, 
se generó un interesante debate académico sobre la conveniencia de tal 
o cual forma de gobierno,7 que en algunos casos se trasladó a propuestas 
concretas de reforma del gobierno.8

Después vinieron una serie de trabajos que buscaban definir con mayor 
precisión empírica la influencia e interacción de los distintos elementos 
institucionales en el funcionamiento del presidencialismo. En su mayoría 
eran trabajos centrados en la figura del presidente o del Ejecutivo.9

También se dedicaron esfuerzos al análisis de las relaciones entre el 
Ejecutivo y el Legislativo y de la llamada pugna de poderes,10 estudios en 
los que se rescataba el protagonismo del Legislativo dentro del sistema 
político. Además, como ya ha quedado señalado, aparecieron algunas in-

de Colombia. Al respecto puede verse el trabajo de Pérez Liñan, A., 2000, sobre las crisis constitucionales 
en los años noventa.

6.Linz (1993:128 y ss) se preguntaba si el presidencialismo tenía algo que ver con la inestabilidad 
política de las democracias iberoamericanas, y se respondía positivamente, para lo que argumentaba que 
es una forma de gobierno muy rígida, con un juego electoral de suma cero, con un cargo fuertemente uni-
personal y con ciertas elecciones de carácter plebiscitario. Marcaba una diferencia con los Estados Unidos 
que, a pesar de ser un país presidencialista, ha tenido históricamente mucha estabilidad democrática 
gracias a la fragmentación del campo político entre gobiernos federales y estatales, el papel del Tribunal 
Supremo, el Senado y el sistema de partidos. Para Linz el presidencialismo tiene el grave riesgo de que 
una crisis de gobierno se convierte casi siempre en una crisis de régimen.

7.En mayo de 1989 se realiza en la Universidad de Georgetown un simposio titulado “Presidential 
or Parlamentary Democracy: Does It Make a Diference?”, que tuvo una especie de continuación en Chi-
le: de estos dos encuentros nos queda el libro compilado por Linz y Valenzuela (1997) que apareció en 
versión original en 1994 y en el que se recogían los aportes teóricos de Lijphart, Sartori, Stepan, Skach 
y Suleiman. Estos aportes se enriquecen con un segundo volumen en el que se publican estudios de caso 
nacionales. Dieter Nohlen es la cabeza visible de un encuentro que se realiza en Uruguay en 1987, para 
discutir sobre reforma política y consolidación democrática. Como fruto de este encuentro se publicó un 
libro en 1988 (Nohlen y Solari). El mismo Nohlen edita junto a Mario Fernández, en 1991, un libro llama-
do Presidencialismo versus parlamentarismo en el que conjugan aspectos teóricos con estudios de caso. 
En Argentina se creo el órgano paraestatal “Consejo para la consolidación de la democracia” en el que 
Carlos Nino plantea el problema del presidencialismo. Un debate similar también ocurrió en el Chile de 
la transición, con la activa participación de Arturo Valenzuela y Carlos Godoy. Para un análisis detallado 
de la evolución de los estudios sobre el presidencialismo se puede ver: Serrafero, M., 1998.

8.El caso más conocido es quizá el plebiscito realizado en Brasil en 1993, donde se pidió a la población 
escoger entre el presidencialismo y el parlamentarismo y, por otra parte, entre la república y la monarquía 
constitucional. En La Asamblea Constitucional ecuatoriana también se discutió el tema, aunque muy a la 
ligera. Pero el debate que realizó en los círculos académicos de ese país andino fue más arduo e intenso. 
Al respecto se puede ver Pachano (1998).

9.Entre los trabajos más representativos se pueden citar: Shugart, M.S. y J.M. Carey, 1992, 
Mainwaring, S., 1992, Jones, Mark P., 1995, Mainwaring, S. y S. M. Shugart (comps.), 1997, Shugart, 
M.S. y J.M. Carey, 1998, Nohlen, D. y M. Fernández (comp.), 1998.

10.Molinelli, G., 1996, Sánchez-Parga, J., 1998, Burbano, F. y M. Rowland, 1998, Cheibub Figeiredo, 
A. y F. Limongi, 2000, Dillon Soares, G., 1999, Cardenal, S., 1998, Molinelli, N.G., M. V. Palanza y G. 
Sin, 1999. Mención aparte merece el grupo de investigadores argentinos formado por Delia Ferreira, 
Mateo Gorreti y Ana María Mustapic quienes han realizado varios trabajos centrados en el análisis de 
las relaciones entre poderes en su país.
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vestigaciones que, si bien no entraban dentro del debate, aportaban nuevos 
elementos de análisis y, a la larga, se convirtieron en un referente, desde 
la adscripción o la crítica. Estos trabajos sirvieron para reforzar la visión 
del presidente todopoderoso frente al resto de las instituciones débiles que, 
por cierto, eran prolongaciones carentes de respuesta.11

Aproximación teórica 

Tradicionalmente, las tareas de los parlamentos dentro del proceso legisla-
tivo y como órganos de control han sido estudiadas por las distintas ramas 
del derecho constitucional, disciplina en la que ha primado la razón de los 
procedimientos y la preocupación por la coherencia entre los principios 
filosófico-jurídicos y lo establecido por las constituciones y las leyes.

La ciencia política marca la diferencia con la tradición jurídica al abor-
dar el tema buscando las implicaciones que tiene la labor del legislativo en 
las relaciones de poder y en el proceso de la hechura de la política dentro 
de un sistema político. Ello no quiere decir que estos trabajos se alejen 
por completo del típico objeto de estudio del derecho (constituciones, leyes, 
códigos y reglamentos), pues éste marca las reglas con las que se lleva a 
cabo el juego político, aunque se insiste más en la búsqueda de relaciones 
reales de causalidad que en el “deber ser” normativo.

El propio avance de las investigaciones sobre este poder del Estado, 
especialmente de las realizadas con un enfoque neoinstitucional, ha mos-
trado la necesidad de profundizar en el conocimiento del proceso de policy 
making, entendido como el papel de los parlamentos en la elaboración 
legislativa y en los procesos de toma de decisiones.12

Otro posible enfoque es el que asume las distintas funciones que desem-
peñan los legislativos en el sistema político, es decir, además del análisis de 
la participación de éstos en la toma de decisiones, se estudian otros aspectos 
como su propia organización, su relación con los partidos políticos, su papel 
como formadores, promotores y receptores de elites políticas, y otros por es-
tablecerse de acuerdo con el contexto en que se estudie, lo que, en oposición 
al planteamiento de Norton, podría llamarse paradigma no restrictivo.13

Al ser éste un trabajo exploratorio, nos enmarcaremos dentro del 
paradigma restrictivo, es decir, se trata de definir el marco en que se 
desenvuelve la función de control político y la capacidad que tienen los 

11.Véase nota a pie de página número 2.
12.Este tipo de enfoque ha sido denominado paradigma restrictivo
 por: P. Norton (1990, citado en Martínez, A., 2000, p. 14).
13.Véase Martínez (2000, p. 15).
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parlamentos para imponer su criterio en el proceso legislativo ante el veto 
del Ejecutivo. A partir de esta primera aproximación se pretende obtener 
una base para establecer similitudes y diferencias entre los casos, lo cual 
permitirá en el futuro elaborar hipótesis explicativas. Todo lo anterior 
tiene que ser leído a través de la variable del presidencialismo, la misma 
que impone condiciones diferenciales a nuestros casos de estudio.

En los regímenes presidenciales, el principio de separación y división 
de poderes, la elección separada del jefe del gobierno y la Cámara de Re-
presentantes (la doble legitimidad planteada por Linz), y la autonomía 
institucional, brindan más incentivos y eficacia al control parlamentario, 
entendido en un sentido más tradicional, es decir referido a la sanción y 
destitución de los funcionarios, y en cuanto al proceso legislador se incluyen 
nuevos actores y figuras jurídicas en el ámbito de la toma de decisiones. 
No hay que olvidar que sólo en el presidencialismo puede haber gobier-
nos sin mayoría parlamentaria, también llamados gobiernos divididos14, 
circunstancia en que el partido o coalición del jefe del gobierno no es la 
misma que el bloque o coalición mayoritaria del Legislativo.

Como ya se ha señalado en un trabajo anterior,15 en lo relacionado con 
las formas de gobierno es muy peligroso tomar “fotos fijas”, pero en este 
caso usaremos como concepto de presidencialismo16 “la forma de gobierno 
donde el Ejecutivo, representado por el presidente, es electo de forma di-
recta por los electores; no puede ser despedido de su cargo por una votación 
del Parlamento o Congreso durante su periodo prestablecido, y encabeza 
o dirige de alguna forma el gobierno que designa”.17

14.Usamos esta categoría porque se ha generalizado su utilización en la literatura a partir de la 
experiencia de Estados Unidos, donde hay una división de facto del gobierno entre los dos partidos en 
los casos en que la mayoría del Legislativo no está controlada por el partido del presidente; pero para los 
presidencialismos latinoamericanos quizá puede ser más adecuado usar el concepto de gobiernos en minoría 
para describir las situaciones en que el partido del presidente no es mayoritario en la Cámara.

15.“Los diferentes casos nacionales democráticos ofrecen hoy en día tal grado de matices y de varia-
ciones en las relaciones entre sus gobiernos y parlamentos, que obliga a generar constantemente modelos 
diversificados de comprensión. Además, el dinamismo de la situación hace inevitable que dichos modelos 
sean abiertos y que permanezcan permeables a la aceptación de las repercusiones que pudieran producir 
los otros aspectos del sistema político” (Alcántara,1995, p. 104).

16.Véase Sartori (1994, p. 99).
17.El caso de Bolivia que aquí se incluirá más adelante puede prestarse a varias interpretaciones, 

pero encaja dentro de nuestro criterio, porque la capacidad de elegir al presidente de la República que 
tiene el Congreso es una situación extraordinaria que surge después de que ninguno de los candidatos 
ha ganado en elecciones directas y se la hace a partir de los candidatos finalistas electos por todos los 
votantes. Respecto a la definición general de presidencialismo, Shugart y Carey (1992, p. 19) nos dicen:  
The definition we use throughout this book when we refer to presidential [el resaltado es original] 
government (or at times, “pure” presidentialism), is the following: 1) the popular election of the chief 
executive; 2) the terms of the executive and assembly are fixed, and are not contingent on mutual 
confidence; and 3) the elected executive names and directs the composition of the government”. A 
pesar de que consideran que estas tres condiciones definen el presidencialismo, agregan una cuarta:  
4) the president has some constitutionally granted lawmaking authority. Otra característica por tomar en 
cuenta es que en el presidencialismo el jefe de Gobierno y el jefe de Estado son la misma persona.



La forma de gobierno presidencial descansa en el principio de la se-
paración de poderes, aspecto que se convierte en esencial para definir el 
protagonismo de los legislativos en el proceso de gobierno. Es casi un lugar 
común citar las influencias político-filosóficas de Montesquieu, Locke y Kant 
y sus ideas de un poder dividido, que representase la estructura estamental 
de las sociedades, o los planteamientos de la división como una forma de 
compartir el poder en el contexto de los absolutismos monárquicos y de tener 
instituciones que funcionen como formas de control del poder político.

Cabe recordar que la adopción del presidencialismo en América Latina 
se debe fundamentalmente a la influencia del modelo de gobierno diseñado 
por los padres fundadores de Estados Unidos, donde toma forma operativa 
el principio de la separación de poderes, fórmula que, por otra parte, es 
coherente con el ideal republicano. Este sistema se basa en que el Con-
greso, tanto en lo político como en lo legislativo, controla al presidente y 
viceversa (el sistema de checks and balances).18

Se ha señalado19 que entre los factores históricos y coyunturales que 
llevaron a la adopción del sistema, sobresalen el temor al absolutismo 
monárquico europeo, lo que les hizo idear un sistema para controlar al 
Ejecutivo y limitar su poder, y la preocupación ante la posibilidad de que 
en la Asamblea Legislativa se instalase la plebe y la demagogia o de que se 
convirtiese en un órgano donde se impusiese la “dictadura” de las mayorías. 
Por ello, a manera de prevención, dividieron el Legislativo en dos cámaras, 
lo que hacía que se conformase con más criterios de representación a la vez 
que cada una cumplía funciones de control mutuo. El sistema de separa-
ción de poderes quedó definitivamente constituido con las atribuciones de 
árbitro constitucional que se le concedió al Poder Judicial.

Siguiendo con el análisis de Estados Unidos como prototipo presiden-
cial, una relectura20 de los papeles de El Federalista plantea que se trata 
de un sistema en el que no sólo hay separación de poderes, sino también 
división de poderes. Esto es posible gracias a que se “separa” al Ejecutivo 
del apoyo del Parlamento y a que existen instituciones distintas que son 
titulares de cada uno de los poderes tradicionales del Estado.

El modelo de separación de poderes implica, además de la relativa 
autonomía de las instituciones que ejercen determinadas funciones dentro 
del sistema político, un modelo en el que se comparten poderes y se busca 
la colaboración de los mismos, ya que éstos no son recíprocamente inde-
pendientes en todos los aspectos. Por ejemplo: a pesar de las variaciones 
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18.Para comprender los principios que inspiran el presidencialismo, entre otros elementos constitu-
tivos de los Estados modernos, véase Hamilton, A., H. Madison y J. Jay (1994).

19.Véase Valenzuela (1998, p. 3).
20.Véase Sartori (1994, p. 101).



de procedimiento que pudieran existir, para la aprobación de las leyes o los 
tratados internacionales se necesita el visto bueno de los dos poderes.

En definitiva, a pesar de ser organismos que tienen sus respectivas 
cuotas de poder y autonomía en su funcionamiento y legitimidad, el uno 
necesita del otro para funcionar. Precisamente cuando falta la debida co-
laboración entre los dos poderes se presenta la llamada pugna o conflicto 
de poderes. En este sentido, la gran diferencia entre el parlamentarismo 
y el presidencialismo es que el primero lleva implícita la cooperación in-
mediata entre los poderes, mientras que en el segundo el jefe de gobierno 
debe generar incentivos para que esta cooperación ocurra.21

En los países de América Latina, si bien se imitó el modelo presidencial 
con separación de poderes, existen otros factores como el modelo de Estado, 
el caudillismo, la debilidad de los partidos políticos y la estructura de los 
mecanismos de control, que marcan diferencias en los resultados.22 Por 
otra parte, se ha sostenido23 que el sistema de partidos y el grado de poder 
(especialmente legislativo) asignado al presidente en cada uno de los países 
son los ejes sobre los que varía la fortaleza del gobierno presidencial.

En última instancia, el problema del presidencialismo latinoamericano 
reside en la división de poderes que a la larga mantiene al presidente en 
una “perenne e inestable oscilación entre el abuso del poder y la falta del 
mismo”24. Se considera válida esta hipótesis que, por un lado, pone en evi-
dencia que en el presidencialismo el jefe de gobierno no es una especie de 
ser todo poderoso y, por el otro, que los legislativos pueden llegar a tener 
mucho poder en los gobiernos presidenciales.

Centrándonos en la línea de interés del presente trabajo, se entiende por 
control legislativo la tarea parlamentaria de control centrada en el examen 
y la evaluación de la gestión pública de un gobierno, en la perspectiva no 
tanto de lo jurídico, sino más bien de los resultados, de su rendimiento.
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21.Cabe resaltar que nos estamos refiriendo únicamente a la diferencia que hay entre las dos formas 
de gobierno en este aspecto en particular. En general, existe un debate sobre los factores específicos que 
diferencian el parlamentarismo del presidencialismo. Si se retoma la definición de presidencialismo 
que estamos usando en este trabajo, una de las diferencias estaría en quién elige al jefe del gobierno, es 
decir, si la elección es mediante el voto directo, como en el caso del presidencialismo, o a través de una 
asamblea, como es el caso del parlamentarismo. Poniendo el debate en los términos empleados por Linz, 
en el primero de los regímenes habría una doble legitimidad y en el segundo una legitimidad única. Pero 
en vista de que este criterio ha perdido rigidez por casos como el boliviano o del propio Estados Unidos, 
que a pesar de ser prototipo presidencial no tiene elección directa del jefe de gobierno, hay autores que 
ponen más énfasis en la capacidad que tiene el legislativo, en los gobiernos parlamentarios, de cambiar 
al jefe del gobierno sin que existan elecciones generales de por medio o que se destituya al presidente por 
mecanismos de control político (impeachment). A esto hay que agregar las discusiones sobre las llamadas 
formas hibridas. Para una discusión sobre las formas de gobierno, véase Shugart y Carey (1992).

22.Para un análisis sobre las diferencias doctrinales que inspiran el presidencialismo estadounidense 
y el argentino, se puede ver S. Etchemendy (1998).

23.Véase Mainwariang y Shugart (1997).
24.Véase Sartori (1994, p. 110).



Esta definición tiene tres características. Primero, se trata de meca-
nismos de control político, es decir que está muy vinculada a la relación 
de poder que existe dentro del sistema político; en segundo lugar, no es 
un control o una evaluación de cuentas, que por lo general lo realizan 
organismos más o menos independientes,25 y por último, no es un control 
estrictamente jurídico, aunque al tratarse del Estado de derecho, para 
ejercer el control es necesario seguir ciertas reglas de procedimiento.

Otra segunda precisión necesaria se refiere a la diferencia del control 
legislativo en las formas presidencialistas y en las formas parlamentariasde 
gobierno. Aunque en las dos el control es ejercido por los parlamentos,26 el 
funcionamiento real del control legislativo es diferente por el papel que des-
empeñan los legislativos en la formación del gobierno al cual fiscalizarán y 
por los efectos reales de sus decisiones en el funcionamiento del gobierno.

La discusión sobre el control en los gobiernos parlamentarios es un tema 
de preocupación constante entre politólogos y constitucionalistas, especial-
mente europeos, que ven que al tratarse de una forma de gobierno que se 
sustenta en el principio de la mayoría parlamentaria, las posibilidades reales 
de control que pueda tener el parlamento del gobierno se alejan, porque, en 
última instancia, el gobierno y el bloque de mayoría actúan prácticamente 
fusionados. En el parlamentarismo la sanción a un funcionario o el triunfo 
de una moción de censura a un determinado ministro sería el equivalente 
a la pérdida de mayoría y la consecuente caída del gobierno.

Dentro de este debate se han hecho algunas propuestas con el fin de ajustar 
el control legislativo a la coyuntura actual.27 De toda esa discusión queremos 
rescatar dos puntos. El primero se refiere al hecho de que el principal efecto 
que tiene ahora el control en los sistemas parlamentarios es “el de proporcio-
nar información a los electores [...] No produce, por lo tanto, consecuencias 
inmediatas en la estabilidad del gobierno, pero sí difusas, por lo que es una 
actividad, cuyo permanente e intenso ejercicio es indispensable para que el 
gobierno se sepa expuesto a los electores en cada uno de sus actos”.28 Es decir 
hay un traslado de las esferas de sanción a los funcionarios.
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25.Estos organismos adoptan diferentes nombres según los países, pueden llamarse: contraloría 
general, inspección general, tribunal de cuentas, entre otros.

26.Cotta (1997, p. 1124) lo define como: “Una asamblea en cuya base hay un “principio de represen-
tatividad”, variadamente especificado, que determina los criterios de su composición”. Vale resaltar que 
estamos hablando siempre en contextos democráticos.

27.Para un análisis específico puede verse Garrorena Morales, A. (1998), que hace una propuesta 
de cinco puntos para renovar la función de control legislativo; estas influirían en: a) el sujeto al que está 
encomendado el control, b) las técnicas puestas a su disposición para ejercerlo, c) los ámbitos en los cuales 
el control se realiza, d) el tiempo u oportunidad parlamentaria del control y e) la proximidad o inmediación 
con los intereses sociales que hoy cabe predicar de dicha tarea.

28.Véase Portero (1998, p. 28).



El segundo tiene que ver con el hecho de facilitar el papel de las minorías 
y la oposición como actores naturales del control parlamentario, sin que 
esto lleve a mayores riesgos de desestabilización y bloqueo al gobierno.

Para tratar de vetos e insistencias hay que recurrir nuevamente a 
los papeles de El Federalista, en el número LXXIII (1994, pp. 311y ss.) los 
padres fundadores argumentan que el veto es un elemento que ayuda 
a preservar (y defender) la autoridad del Ejecutivo frente a una posible 
mayoría legislativa que amenace su autoridad o que quiera romper con la 
división o separación de poderes.29 Plantean también que, además de servir 
como un escudo del Ejecutivo, proporcionan una garantía más contra la 
expedición de leyes indebidas.30

En cuanto al segundo eje de análisis, se entiende por insistencia la 
capacidad que tiene el Poder Legislativo para, a través de procedimientos 
especiales, pasar por alto el veto parcial o total del Ejecutivo a un deter-
minado proyecto de ley y conseguir que éste sea promulgado tal y como 
salió de la Cámara y sin modificaciones. El procedimiento consiste, por 
lo general, en un nuevo debate y nuevas votaciones en las que la moción 
de insistencia deberá obtener el apoyo de una mayoría cualificada. La 
legislación de los distintos países adopta diversos términos o giros lin-
güísticos para referirse al proceso de insistencia, pero aquí se entenderá 
como tal todo proceso legislativo de interacción entre el parlamento y el 
gobierno que cumpla con las características arriba señaladas. El veto y la 
insistencia forman parte de la estructura de pesos y contrapesos propios 
del presidencialismo y la división-separación de poderes.31

La “fusión” entre mayoría legislativa y presidencia del gobierno hace 
que el proceso de elaboración de leyes en los gobiernos parlamentarios32 no 
implique el juego de poder entre Ejecutivo y Legislativo que se puede dar 
en los gobiernos presidenciales, en los que cada actor tiene capacidad de 
iniciativa legislativa y veto. En el presidencialismo, el Legislativo, como 
es natural, lleva a cabo la discusión y correcciones de las leyes mediante 
discusiones en una o dos cámaras, según el caso. Después pasa el proyecto 
al presidente, quien puede aprobarlo para que la ley comience a regir, o 
puede negar el proyecto de ley por completo o introducir modificaciones 
para que el Congreso las incluya o rechace. El primer caso es conocido 
como veto total y el segundo como veto parcial.
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29.Como ya se dijo la separación de los poderes era una de las preocupaciones de los diseñadores 
del modelo de gobierno de Estados Unidos. Quizá el mejor ejemplo de este “temor” sea el hecho de que el 
presidente no puede presentar directamente proyectos de ley.

30.Puestos así, los argumentos parecen muy sencillos, pero los autores realizan una elaborada valo-
ración de prejuicios y beneficios de la medida en el texto citado.

31.Véase Mustapic (1995, p. 64).
32.Sobre el mecanismo legislativo en el gobierno parlamentario español, puede verse Bustos, R. (2000).



Dos de los estudios más completos sobre el tema del presidencialis-
mo en América Latina33 plantean que las atribuciones legislativas del 
Ejecutivo, entre las que se cuenta la capacidad de veto del presidente 
sobre los proyectos de ley, figuran entre las variables que más inciden en 
el tipo de presidencialismo que se da en cada uno de los países. Por ello, 
el conocimiento de los mecanismos que aportan las constituciones a los 
Legislativos para superar el veto del Ejecutivo se convierte en indicador 
de la fortaleza del Legislativo.34

Se considera el veto como la limitación más importante al Poder Le-
gislativo de los congresos, ya que es el último recurso del Ejecutivo para 
imponer su deseo sobre las decisiones del Legislativo emitidas como leyes. 
Las insistencias son a la vez el último recurso del Congreso y su utilización 
implica el “triunfo” de éste sobre el Ejecutivo cuando las voluntades de las 
dos ramas se enfrentan. Los vetos e insistencias son, en algunas ocasiones, 
indicadores de conflicto y de poder relativo. Un gran número de vetos puede 
ser considerado un indicio de cierto nivel de conflicto entre ambas ramas. 
Es menos claro determinar si los vetos son un indicador de poder del Eje-
cutivo (porque son usados) o de poder del Congreso (porque los provoca). 
Que las insistencias se den es relativamente más difícil y tiene sentido 
considerarlas como un indicio de conflicto y/o poder del congreso.35

Entre el presidente y la Asamblea se establece un juego de reacciones 
anticipadas en el que cada uno diseña estrategias presumiendo el compor-
tamiento del otro. En el marco de este planteamiento la capacidad de veto 
e insistencia que tienen los actores marcaría parte de su actuación.36

Control legislativo e insistencia 

El cuadro 1 ofrece una panorámica del grado de importancia que asignan los 
diputados de algunos países latinoamericanos a distintas tareas, cada una de 
las cuales estaría relacionada, directa o indirectamente, con una de las tres 
funciones tradicionales de los parlamentos: representar, legislar y controlar. 
La elaboración de leyes es la tarea que los parlamentarios perciben como 
más importante y la labor de control es a la que menos importancia le dan 
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33.Shugart y Carey (1997) y Mainwaring y Shugart (1997).
34.El estudio de las relaciones entre poderes y la toma de decisiones en general ha encontrado una 

interesanta veta explicativa en lo que se ha dado en llamar “juegos de Veto” (veto players). Al respecto 
pueden verse los trabajos de Tsebelis (1999) o Amorin Neto y Magar (2000). Estos trabajos tienen un afán 
explicativo mucho más amplio que la simple configuración inicial de la relación entre poderes y por lo tanto 
van más allá del nivel analítico que estamos planteando aquí, pero se consideró que era necesario incluirlos 
como referencia ya que parten el análisis de las condiciones iniciales de veto que tienen los jugadores.

35.Véase Molinelli. Palanza y Sin (1999, pp. 102-103).
36.Cox y Morgenstern (1998b).



los diputados. Esta gradación en las tareas de los diputados ya es un buen 
indicador acerca de la menor predisposición a ejercer control del Ejecutivo.

A continuación se presentan los datos de los distintos componentes de 
nuestro objeto de estudio. Antes de entrar en el detalle, son necesarias las 
siguientes puntualizaciones: se trata de una trabajo exploratorio, no de una 
discusión jurídica, por lo que muchas veces se agruparon bajo un mismo 
apartado elementos que desde el derecho constitucional pueden resultar 
diferentes o con matices; el enfoque utilizado para establecer criterios de 
comparación está basado en los efectos para las relaciones de poder y del fun-
cionamiento del sistema político que tienen las disposiciones constitucionales 
y, por último pero no menos importante, los datos presentados aquí tienen 
que ser sometidos a una segunda lectura en la que se tomen en cuenta las 
particularidades de los casos nacionales y las capacidades reales que tiene 
en la práctica cada una de las ramas del gobierno y sus componentes.37

El control legislativo

El control legislativo es una actividad que no sólo va dirigida al Ejecutivo 
(presidente y gabinete) sino que también incluye al Poder Judicial, a otras 
instancias del Estado y a los altos funcionarios en cuyo nombramiento el 
Legislativo es co-responsable. Pero aquí nos centraremos en el control del 
Ejecutivo por parte del Legislativo.

En general, todos los países estudiados reconocen como una de las 
funciones del Legislativo la tarea de control y fiscalización del Ejecutivo. 
Con matices más de carácter formal que de fondo, las constituciones con-
templan el derecho de los miembros del Legislativo a hacer preguntas a los 
miembros del gabinete y de recibir la información que soliciten a cualquier 
funcionario.38 Otras características comunes que vienen recogidas en las 
cartas magnas son: la atribución de formar comisiones de investigación 
y la obligación del jefe de gobierno de presentar por lo menos un informe 
anual ante su respectivo Legislativo. En todos los países también se deja 
claro que el hecho de que un funcionario sea sancionado en juicio político 
por el congreso no lo deja exento de las responsabilidades jurídicas de sus 
acciones, sean estas civiles o penales.
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37.Dentro del debate que se está realizando en las corrientes institucionales de la ciencia política, 
está el llamado “enfoque histórico-empírico”, que si bien da protagonismo al estudio de las instituciones, 
no se limita a ver éstas únicamente como variable independiente, sino que pondera su peso con las acti-
tudes de los actores dentro del marco normativo y con condiciones históricas, sociopolíticas y culturales. 
Al respecto puede verse Nohlen, D. y Fernández, M. (comps.) (1998), en especial de las páginas 15 a 84, 
o el trabajo de Nolte, Detlef (2000).

38.Las constituciones o la legislación secundaria señalan que esta atribución se limita en los casos 
de secreto de sumario judicial.
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En Nicaragua y El Salvador la no comparecencia de la autoridad con-
vocada ante las comisiones y la obstrucción de las labores de investigación 
por parte de los funcionarios trae como sanción la destitución del cargo. 
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Cuadro 2
TIPOS LEGISLATIVOS EN AMÉRICA LATINA

 Unicamerales Bicamerales

 Costa Rica Argentina
 Ecuador Bolivia
 El Salvador Colombia
 Guatemala Chile
 Honduras México
 Nicaragua Paraguay
 Panamá República Dominicana
 Perú Uruguay
 Venezuela Brasil

Fuente: base de datos: Proyecto Rendimiento Legislativo Iberoamericano.
Elaboración: los autores.

Una primera diferencia en los casos estudiados está dada por el número 
de cámaras que componen el Legislativo. En el cuadro 2 se observa que 
el unicameralismo predomina en América Central, lo que quizá se pueda 
explicar por el reducido tamaño de los países. En este grupo se incluyen 
Ecuador, Perú y Venezuela. Estos dos últimos países tenían sistemas bi-
camerales, pero en la Constituyente peruana de 1993 y la venezolana de 
1999 se adoptó el sistema unicameral.

A excepción de Honduras y Nicaragua, donde la constitución no deja 
claro el tipo de sanción y el procedimiento para juzgar al gabinete, en todos 
los países se contempla el juicio político a los ministros. Se entiende como 
juicio político39 las acciones de control que tienen consecuencias formales 
para el ejercicio de la función del acusado, efecto que suele ser la destitución 
automática del cargo o la obligatoriedad de presentar la renuncia ante el 
presidente de la República para que éste la acepte o rechace.

39.En los distintos países este mecanismo adopta diversos nombres, pero aquí llamaremos juicio político 
a todo procedimientos de control con las características arriba nombradas. Así tenemos el caso de Chile, 
que no tiene la figura de las interpelaciones, pero el legislativo puede destituir cargos del gobierno.



Los países con destitución automática del miembro del gabinete san-
cionado son: Argentina, Colombia, Chile,40 México, Perú (a menos que sea 
voto de confianza), República Dominicana y Venezuela. Mientras tanto, en 
Bolivia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador y Paraguay, la decisión depende 
del presidente de la República. En los casos de Guatemala y de Uruguay 
el presidente tiene la posibilidad de apelar la decisión, que puede ser 
acatada o ratificada por el Legislativo en votación especial con mayoría 
cualificada41 (cuadro 5).
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Cuadro 3
INJERENCIA DEL EJECUTIVO EN LA DESTITUCIÓN DE LOS MIEMBROS DEL GABINETE 

CENSURADOS POR LOS LEGISLATIVOS

Destitución automática La decisión corresponde El presidente puede
 al presidente impugnar la decisión

Argentina Bolivia Guatemala
Colombia Costa Rica Uruguay
Chile Ecuador (a partir de 1998)
Ecuador (desde 1979 El Salvador
hasta 1998)
México Paraguay
Perú
República Dominicana
Venezuela

Fuente: base de datos: Proyecto Rendimiento Legislativo Iberoamericano.
Elaboración: los autores.

Otra variable del control legislativo es el número de instancias de 
decisión que hay durante el proceso. Esta variable está muy relacionada 
con el número de cámaras que componen el Legislativo; en todos los países 
unicamerales hay una sola instancia de decisión, la cámara única actúa 
como parte acusadora y tribunal.

En los países bicamerales suele haber dos instancias, la Cámara baja, 
que actúa como parte acusadora y el Senado, que realiza las labores de 

40.Para el análisis del caso chileno se puede ver: Nogueira Alcalá, Humberto (1997). El autor, además 
de describir los mecanismos que ofrece el orden institucional chileno para la vigilancia de los poderes, 
interpreta el control desde una perspectiva amplia en la que incluye las regulaciones mutuas que se dan 
en el proceso legislativo.

41.Shugart y Carey (1997, pp. 111 y ss.) manifiestan que la censura de los miembros 
del gabinete en los gobiernos presidenciales constituyen un dramático quiebre (drama-
tic break) de la separación de poderes y hacen una clasificación entre: Potent censure (Perú,  
la república parlamentaria



tribunal. En Colombia los juicios políticos a los miembros del gabinete se 
realizan en sesión conjunta de las dos cámaras. En Bolivia y Paraguay cada 
cámara tiene autonomía para realizar interpelaciones por separado.

En el caso del juicio político al presidente de la República, el esquema 
se complica porque las constituciones son más precisas al determinar los 
motivos para la destitución del jefe del Ejecutivo. Normalmente se con-
templan causales de tipo jurídico y causales de tipo político, lo que lleva a 
que en algunos Estados actúe como parte del proceso el Tribunal Superior 
de Justicia. En otros países se separan los procesos y primero se juzga al 
presidente en el Legislativo y posteriormente se realiza un juicio regular 
a través del Poder Judicial.
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Cuadro 4
INSTANCIAS DE DECISIÓN EN JUICIOS POLÍTICOS A PRESIDENTES

 Juicio conjunto: Poder Juicio exclusivamente legislativo
 legislativo y judicial

 Costa Rica Argentina
 Bolivia Colombia
 Guatemala Chile
 Nicaragua México
  Paraguay
  Ecuador

Fuente: base de datos: Proyecto Rendimiento Legislativo Iberoamericano.
Elaboración: los autores.

Los Estados donde, para enjuiciar al presidente, actúan de forma 
conjunta el Poder Legislativo y el Poder Judicial son: Costa Rica, Bolivia, 
Nicaragua y Guatemala. Los países con esquema exclusivamente legislativo 
son Argentina, Colombia, Chile, México, Paraguay, Ecuador, sin que esto 
implique que después no pueda actuar la justicia ordinaria.

Los veredictos en los procesos contra los presidentes, ya sea como auto-
rización de juicio o como resolución final, siempre se toman por mayoría cua-
lificada (cuadro 5), por lo regular equivalente a los dos tercios de los votos.

En los países centroamericanos de El Salvador, Guatemala y Nica-
ragua, el Legislativo tiene la facultad de declarar la incapacidad física o 
mental del presidente, previo informe de una comisión médica nombrada 
para el efecto.

Perú y Uruguay, aunque en su práctica política cotidiana real sean 
muy diferentes, se enmarcan en un modelo distinto de control legislativo, 
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Cuadro 5
MAYORÍAS NECESARIAS PARA CENSURA

Países Miembros del gabinete Presidente

Argentina Dos terceras partes ministros. Dos tercios
 Mayoría absoluta jefe de gabinete.

Bolivia Mayoría absoluta de las cámaras reunidas Dos tercios para iniciar
 para responsabilidades políticas y dos proceso
 terceras partes por políticas

Colombia Mayoría absoluta de los miembros de cada Dos tercios
 una de las cámaras

Costa Rica Dos tercios Dos terceras partes
  declaran procedente
  juicio

Chile Se acepta la acusación con la mayoría simple La acusación se acepta
 y se resuelve con mayoría cualificada por el voto de la mayoría
  mayoría de los diputados
  y la resolución por los
  dos tercios del senado

Ecuador  Mayoría absoluta Dos terceras partes de
  los integrantes

Guatemala Mayoría absoluta para primera decisión y dos Para declarar el inicio
 tercios para ratificación de la causa dos terceras
  partes del total de los
  diputados del congreso

Panamá En el debate para la aceptación de la causa Igual
 se necesita el voto de la mitad de los
 diputados y para la resolución las dos
 terceras partes

Paraguay Dos terceras partes Dos tercios de presentes
  en los diputados para
  iniciar y dos tercios del
  total en el senado para
  resolver la causa

Uruguay  Inicio de procesos con la
  mayoría de la Cámara
  de Representantes y
  el veredicto con las dos
  terceras partes del
  senado

Venezuela Tres quintas partes 

Fuente: base de datos: Proyecto Rendimiento Legislativo Iberoamericano.
Elaboración: los autores.



pues, a pesar de tratarse de formas de gobierno presidenciales, tienen 
instituciones con elementos parlamentarios, especialmente, la figura del 
Consejo de Ministros, como un cuerpo colegiado con gran tradición dentro 
del Ejecutivo, y la facultad del presidente de la República de disolver el 
Poder Legislativo y convocar a nuevas elecciones en los casos en que haya 
una clara oposición a la gestión de los ministros.42

Las particularidades del caso peruano son: el voto de confianza a las 
iniciativas de gobierno que pueden solicitar el Consejo de Ministros o 
cada ministro por separado al Congreso de la República y, la figura del 
presidente del Consejo de Ministros, nombrado por el presidente de la 
república, que se encarga de la relación entre el Ejecutivo y el Legislativo 
y la coordinación de los ministerios.

En los casos en que el presidente del Consejo de Ministros o un ministro 
haga de la aprobación de una iniciativa un asunto de confianza, la no acep-
tación de la misma por parte del Congreso implica la dimisión del gestor 
o gestores de la propuesta. La constitución peruana contempla también 
la posibilidad de que un ministro o el consejo en pleno sean censurados, 
previa presentación de la moción por parte de no menos del veinticinco 
por ciento del número legal de diputados y la aprobación de la misma con 
más de la mitad de los votos. El presidente puede disolver el Congreso y 
convocar a nuevas elecciones si éste ha censurado o negado su confianza 
a dos consejos de ministros.

En Uruguay, aparte del trámite regular de control político que realiza 
el Legislativo al gabinete, en el que la Cámara de Representantes acusa 
al funcionario y la del Senado hace las veces de tribunal, existe un proce-
dimiento extraordinario por el cual una de las cámaras puede solicitar la 
reunión de las dos cámaras en asamblea general para censurar los actos de 
administración o de gobierno. La desaprobación podrá ser individual, plural 
o colectiva y deberá contar con el voto favorable de la mayoría absoluta de la 
Asamblea. La desaprobación implica la renuncia del ministro, los ministros 
o del Consejo de Ministros según sea el caso. El presidente de la República 
podrá pedir que se revise la decisión, cuando menos de dos tercios de la 
asamblea hayan votado. Para que la Asamblea mantenga la decisión se 
necesita el voto de más de los tres quintos de los componentes de la misma. 
En caso de que el or…ganismo mantenga por menos de tres quintos del total 
de sus componentes, su decisión de desaprobar la labor del gabinete o de sus 
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42.La constitución chilena post-autoritaria, en su versión original (art. 32 lit. 5), incluía una disposición 
que también daba la posibilidad al Presidente de disolver el Legislativo, pero esta potestad del ejecutivo 
fue derogada. En Ecuador se han hecho algunos intentos fallidos de facultar al presidente para que pueda 
disolver el Congreso Nacional; en una ocasión incluso se realizó un plebiscito con el fin de reformar la 
constitución, pero la propuesta no prosperó. Un análisis de los casos de Perú y Uruguay puede verse en 
Shugart y Carey (1997, pp. 127-129).



miembros, el presidente de la República puede mantener a sus ministros y 
disolver las cámaras. Esta circunstancia nunca ha ocurrido desde la transición 
democrática de 1984, pero al parecer fue utilizada como amenaza.

Comparando estos dos modelos, se puede decir que, mientras en Perú 
se busca el apoyo a acciones de gobierno a través del voto de confianza, en 
Uruguay se presenta un escenario que puede convertirse en un juego de 
poderes entre el Ejecutivo y el Legislativo, en el que se permite al gobierno 
procesar el conflicto que le puede generar una mayoría opositora mediante 
la convocatoria de nuevas elecciones.

Al tratarse de formas de control próximas al esquema parlamentario 
clásico, es menester referirse a la reforma constitucional argentina de 
1994, que creó la figura del jefe de gabinete, para que se encargue de la 
administración general del país y de las relaciones del gobierno con el 
Congreso. De este funcionario es importante señalar dos cosas: primero, 
que a pesar de ser nombrado directamente por el presidente de la repú-
blica, tiene responsabilidad política directa ante el Congreso de la Nación 
y, en segundo lugar, que para que sea destituido por medio de un juicio 
político, sólo es necesario el voto de la mayoría de los diputados; mientras 
que para destituir a cualquier otro miembro del gabinete es necesario el 
voto de las dos terceras partes. Al parecer, la intención de la reforma era 
crear un “fusible” entre el presidente de la República y el Legislativo que 
absorbiera todo el desgaste de los posibles conflictos de poderes.

Dentro de los esquemas de la relación Ejecutivo-Legislativo, el caso bo-
liviano representa un modelo único en América Latina. En ese país andino, 
cuando ninguno de los candidatos a la presidencia de la República obtiene 
la mayoría absoluta de los votos, las dos cámaras, en reunión conjunta, 
eligen al presidente de entre los dos candidatos con más votos. Si bien los 
mecanismos constitucionales de legislación, control y conformación de 
gabinetes no tienen mayores diferencias con los sistemas institucionales 
de los otros países estudiados, el mecanismo de elección presidencial se 
convierte en un fuer-te incentivo para la formación de sólidas mayorías 
legislativas próximas al gobierno.

Para finalizar, se plantea como punto de debate que, si se quiere per-
feccionar el control legislativo en los regímenes presidencialistas, hay que 
replantear el tipo de resultados que ofrece el proceso. En todos los países 
la sanción tiene carácter personal, pues ésta se impone a los funcionarios y 
no trae consigo la enmienda de la acción de gobierno por la que fue sancio-
nado; así, este tipo de disposiciones aumentan la exclusión del Legislativo 
en el diseño de las políticas públicas.43
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43.Conaghan, C. (1994) plantea que uno de los factores de la crisis de los partidos políticos en Ecuador 
es la poca participación e influencia que tienen éstos en el proceso de gobierno.
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Veto e insistencia

Para hablar de insistencia es necesario referirse al veto, porque son dos pro-
cesos vinculados entre sí, pues si el Ejecutivo no emite un veto, el Congreso 
no puede recurrir a la insistencia. Si se retoma el planteamiento inicial 
de que el veto es la mayor limitación que tiene el poder del Congreso,44 el 
mecanismo de insistencia puede ser utilizado como un buen indicador del 
poder del Legislativo ante el Ejecutivo.

Sintetizando lo establecido en las constituciones, los vetos pueden 
ser de dos tipos: totales cuando el presidente rechaza todo el proyecto 
de ley aprobado por el Legislativo y parciales cuando el presidente pone 
objeciones sólo a una parte del proyecto de ley, parte sobre la que él tiene 
que ofrecer alternativas para que el Congreso las discuta y se allane al 
veto o simplemente insista sobre el proyecto original dejando de lado las 
sugerencias presidenciales.45

De todos los países estudiados, Guatemala es un caso único porque no 
otorga al Ejecutivo la posibilidad de vetar parcialmente la ley. En todos 
los otros casos el presidente tiene derecho a veto parcial. El veto total a los 
proyectos de ley es una atribución de todos los presidentes latinoamerica-
nos, lo que es visto como un indicador de su fortaleza frente a los demás 
actores del sistema político. Sólo en los casos de Chile y Honduras no se 
habla explícitamente de la capacidad del presidente para vetar totalmente 
un proyecto de ley, pero la constitución contempla figuras jurídicas equi-
valentes al veto total (cuadro 6).

El principal artilugio que está detrás de la posibilidad de insistencia del 
Legislativo es el requisito de mayorías especiales para aprobar las mocio-
nes de este tipo. El mecanismo se complica aún más al tomar en cuenta el 
número de cámaras y el procedimiento estipulado para insistir ante el veto, 
pues en algunos casos las decisiones las tomará cada cámara por separado 
o ésta será adoptada en sesión conjunta del Legislativo en pleno.

Los países de América Latina que requieren de mayorías no cualificadas 
(cuadro 7), para insistir ante un veto son: Colombia, Paraguay, Nicaragua, 
Perú y Venezuela. Cabe resaltar que los dos primeros casos son países bi-
camerales y necesitan de mayoría en cada una de las cámaras para insistir 
sobre el proyecto de ley, lo cual hace difícil su aplicación. Los otros tres 
casos son legislativos unicamerales, pero Perú marca la diferencia porque, 

44.El planteamiento original corresponde a Edwars, George C. (1980).
45.Shugart y Carey (997, p. 149) usan la división entre package veto y partial veto; esta clasificación se 

aproxima más al modelo de Estados Unidos. de donde proviene el concepto de package veto, que se caracteriza 
por el timing que se da entre los dos poderes. Un estudio detallado de los distintos modelos de veto en sistemas 
políticos de distinto tipo se puede ver en Mollineli (1986). Para los efectos de este estudio se ha usado la división 
arriba expuesta porque, según nuestro criterio, agrupa y describe de mejor manera la casuística.
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Cuadro 6
TIPO DE VETO PRESIDENCIAL POR PAÍSES

Países Veto parcial Veto total

Argentina Sí Sí
Bolivia Sí Sí
Colombia Sí Sí
Costa Rica Sí Sí
Chile Sí ¿?
Ecuador Sí Sí
El Salvador Sí Sí
Guatemala No Sí
Honduras Sí ¿?
México Sí Sí
Nicaragua Sí Sí
Panamá Sí Sí
Paraguay Sí Sí
Perú Sí Sí
Uruguay Sí Sí
Venezuela Sí Sí

Fuente: base de datos Proyecto Rendimiento Legislativo Iberoamericano.
Elaboración: los autores.

si bien se necesita de una mayoría simple para insistir en una ley, el veto 
presidencial puede implicar que el proyecto sea sometido nuevamente a 
todo el procedimiento de aprobación, con la diferencia de que si lo supera 
con éxito ya no necesita de la sanción presidencial. Es necesario destacar 
que en estos casos, más allá de diferencias en la forma de contar los votos 
que hacen mayoría, el porcentaje de votos para aprobar una ley y para 
insistir frente a un veto es el mismo.

La legislación de la mayoría de los países exige mayorías cualificadas 
para insistir frente a los vetos presidenciales. Generalmente, esta mayoría 
cualificada es de dos tercios. Los países bicamerales con mayoría cualificada 
en cada una de las cámaras son Argentina, Chile y México; Bolivia, que es 
el otro país bicameral de este grupo, establece que la votación se realice 
en reunión conjunta de las dos cámaras. 

En Uruguay se exige una votación de tres quintos de las dos cámaras 
reunidas en Asamblea General; en esta mayoría resulta un total de votos 
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algo menor que en las de dos tercios. Los países unicamerales con mayoría 
cualificada de dos tercios son Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Honduras y Panamá.

Quizá el esquema más interesante del juego veto-insistencia es el que 
hay en Ecuador, donde un veto parcial puede ser insistido y aceptado por 
parte del Legislativo. Esto se debe a que la votación se realiza artículo 
por artículo y esto permite a los legisladores que en unos casos acepten la 
sugerencia del presidente y en otros insistan sobre su propuesta.46 Este 
procedimiento no está claramente normado, pero constituye un elemento 
cotidiano de la práctica legislativa ecuatoriana.

Argentina es otro país donde la utilización de los vetos parciales tiene 
particularidades propias. De esta manera, si bien hasta hace poco de dudosa 
constitucionalidad, terminó siendo aceptado por muchos constitucionalistas 
y en definitiva por la Corte (en los sesenta) que el “veto parcial”, es decir 
—en ese contexto— vetar una porción (párrafo/s o artículo/s o capítulo/s) 
de la ley pero promulgando el resto, es constitucional, siempre que no se 
altere la estructura o el espíritu de la ley tal como fue sancionada por el 
Congreso.47 Adviértase que el veto parcial significa más de lo que en Es-
tados Unidos se llama line-item-veto.

Las particularidades en la aplicación del veto parcial o las interpre-
taciones jurídicas que se hacen de las leyes o reglamentos relativas a este 
asunto ocasionan que sea necesario un estudio más profundo, el mismo 
que tendría que realizarse a partir de observación in situ, en vista de que 
las particularidades de su aplicación son ajenas a lo establecido por las 
normas.

Por último, hay un grupo de países formado por Colombia, Ecuador, 
Honduras, Panamá y Venezuela, que incluyen una reglamentación especí-
fica para los casos en que el presidente veta un proyecto de ley arguyendo 
inconstitucionalidad de toda la ley o de una parte de ella. En estos casos 
se delega al órgano que funge como Tribunal Constitucional, ya sea éste 
un tribunal específico o una sala de la Corte Suprema, para que determi-
ne si la ley de que se trate está reñida o no con la Constitución. Cuando 
la resolución es favorable, la ley se promulga inmediatamente sin que el 
presidente de la República dé su aprobación.

46.Este tipo de votaciones son muy interesantes, porque dicen mucho de la independencia del legis-
lativo en la aprobación de ciertas leyes, ya que para insistir se requiere una mayoría calificada en la que 
necesariamente tiene que participar parte del partido o coalición que apoya al gobierno.

47.Véase Mollineli (1996, p. 68).



PERFILES LATINOAMERICANOS

174

Cuadro 7
MAYORÍAS NECESARIAS PARA INSISTENCIA

Países Ratificación /legislativo

Argentina Dos tercios en cada cámara 
Bolivia Dos tercios de las dos cámaras reunidas
Colombia Mitad más uno en cada cámara
Costa Rica Dos tercios de los miembros
Chile Dos tercios en cada cámara
Ecuador Dos tercios de los miembros
El Salvador Dos tercios de los diputados electos
Guatemala Dos tercios del total de miembros
Honduras Dos tercios de votos
México Dos tercios cada cámara
Nicaragua Mitad más uno del total de representantes
Panamá Dos tercios de los legisladores
Paraguay Mayoría absoluta en cada cámara
Perú Más de la mitad del número legal de miembros
Uruguay Asamblea general con los tres quintos de los
 miembros presentes de cada una de las cámaras
Venezuela Mayoría absoluta

Fuente: base de datos Proyecto Rendimiento Legislativos Iberoamericanos.
Elaboración: los autores.

Conclusiones

El control legislativo referido, como se ha hecho en las páginas anteriores, 
a la destitución de los funcionarios y a la pugna con el gobierno, provocada 
por la obstrucción de éste al proceso legislativo de la mayoría legislativa 
opositora, puede tener efectos más desestabilizadores en los regímenes 
presidencialistas que en los parlamentarios y una eficacia muy diferente, 
como consecuencia de la mayor rigidez de los primeros y de las diferencias 
en su naturaleza.

Habida cuenta de una escasa tradición en la colaboración entre los 
poderes y de la existencia de otros elementos institucionales que aquí no 
se han abordado, como son los partidos políticos y las reglas electorales, el 
control legislativo puede alcanzar dimensiones negativas y caer en la pugna 
de poderes y la obstrucción. Esto redunda en su ineficacia y en la incom-
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Cuadro 8
MINISTROS CESADOS EN ECUADOR

POR JUICIO POLÍTICO ENTRE 1979-1997

 Cantidades  Porcentajes

Número total de ministros durante
el periodo  168 100%.0

Número total de ministros a los que se les
planteó juicio político en el Congreso 64 38.09%

Número total de ministros a los se oficializó
y realizó juicio político 39 23.21%

Número total de ministros censurados y
cesados 18 10.71%

Fuente: Burbano y Rowland:1998.
Elaboración: los autores.

prensión social de su importante papel. Un ejemplo concreto de este tipo de 
comportamiento es Ecuador, donde, a pesar de que la anterior constitución 
daba al presidente importantes poderes,48 también configuraba un Legislativo 
altamente poderoso, donde para destituir a los ministros, sólo era necesario 
el voto de la mayoría de los diputados, situación fácil de producirse al tra-
tarse de un sistema multipartidista, en el cual ninguno de los partidos de 
los presidentes ha tenido la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados 
(cuadro 8). Esta situación influyó para que la Asamblea Constituyente de 
1998 introdujera una reforma que permite al presidente decidir si mantiene 
o no al ministro a pesar de haber sido sancionado por el Congreso.

Sin embargo, es evidente que la institución del control legislativo ha 
tenido la posibilidad de ofrecer salidas constitucionales a las crisis de 
gobierno más serias producidas a lo largo de la década de 1990, como lo 
reflejan los ejemplos concretos ya señalados: Carlos Andrés Pérez, Fernando 
Collor, Jorge Serrano, Abdalá Bucaram, Raúl Cubas y Ernesto Samper, 
con resultados diferentes. En este sentido, sería beneficioso el perfecciona-
miento de los mecanismos a fin de que el proceso no resulte tan traumático 
para la sociedad ni para el sistema político. No hay que olvidar que una 

48.Lo que según Mainwaring y Shugart (1997) lo convertía en uno de los más fuertes de América Latina.
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de las características que se consideran positivas del parlamentarismo, en 
contraposición al presidencialismo, es la posibilidad de cambiar de gobierno 
sin que esto signifique una crisis de régimen.

Con todo, muchas de las críticas a las poliarquías latinoamericanas 
se han centrado en la falta de mecanismos apropiados de control y de 
rendición de cuentas en la política cotidiana, especialmente de la llamada 
responsabilidad horizontal, que se define como: “la existencia de agencias 
estatales que tienen la autoridad legal y están fácticamente dispuestas y 
capacitadas para emprender acciones, que van desde el control rutinario 
hasta sanciones legales o incluso impeachment, en relación con actos u 
omisiones de otros agentes o agencias del Estado que pueden, en principio 
o presuntamente, ser calificados como ilícitos”.49 Esta labor es propia de 
los mecanismos de control legislativo, que —y ésta es una tarea necesa-
ria de llevar a cabo con un serio soporte empírico—, si bien es cierto no 
funcionan de una manera adecuada y que muchas veces están altamente 
influidos por los poderes a los que tienen que controlar, son un buen punto 
de partida para desarrollar instituciones que encuentren mayores incen-
tivos en controlar los actos del Ejecutivo inspiradas en mejorar la calidad 
de la democracia.

En el segundo nivel analizado, como se ha visto, la capacidad de insis-
tencia varía de acuerdo con los distintos países de América Latina. Hay 
casos en los que la votación para pasar por alto el veto presidencial es la 
misma que para aprobar leyes, lo que hace pensar que la capacidad de 
veto prácticamente se ve anulada, ya que, si una determinada ley contó 
con el apoyo inicial para ser aprobada, nada impediría que alcanzase la 
misma votación para ser insistida. Por otro lado están los países donde 
los requisitos que se pide al Legislativo para que insista en una ley hace 
prácticamente imposible que el veto pueda ser superado.

Para una cabal comprensión del problema de los vetos y las insisten-
cias, éste tiene que ser estudiado de forma conjunta, como se ha indicado 
anteriormente, con otras variables como las que suponen el sistema de 
partidos, la disciplina partidista, los poderes presidenciales y la tradición 
de conflicto o consenso de una sociedad.

recibido en julio de 2001
aceptado en agosto de 2001

49.Véase O’Donnell (1998, p. 19).
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